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1.

SUMARIO:

II

Derecho al trabajo y protección de la salud del
trabajador

1. ANCLAJE CONSTITUCIONAL. 2. LA ENFERMEDAD O CONDICIÓN DE
SALUD COMO FACTOR DE DISCRIMINACIÓN CON ANTERIORIDAD A
LA LEY 15/2022, DE 12 DE JULIO. 2.1. La posición interpretativa de la juris-
prudencia nacional y europea. 2.1.1. La doctrina jurisprudencial nacional.
2.1.2. La doctrina jurisprudencial europea y su recepción por la jurisprudencia
nacional. A) La doctrina social comunitaria en torno al ámbito de la tutela anti-
discriminatoria por razón de discapacidad. B) La recepción por la jurisprudencia
nacional de la doctrina social comunitaria. 3. LA EVENTUAL LESIÓN DE
OTROS DERECHOS CONSTITUCIONALES. 3.1. Derecho a la protección de
la salud y derecho a la integridad física y moral. 3.2. Cláusula de indemnidad
derivada del derecho a la tutela judicial efectiva. 3.3. Derecho a la no discrimina-
ción por razón de otros factores. 4. LA LEY 15/2022, DE 12 DE JULIO, INTE-
GRAL PARA LA IGUALDAD DE TRATO: UN CAMBIO DE PARADIGMA
EN LA TUTELA JURÍDICA DEL TRABAJADOR ENFERMO. 4.1. Plantea-
miento. 4.2. Enfermedad o condición de salud, estado serológico y predisposición
genética a sufrir patologías y trastornos. 4.2.1. Planteamiento: el reforzamiento
de la tutela antidiscriminatoria por razones de salud. 4.2.2. El alcance de los
nuevos factores de discriminación por razones de salud.

ANCLAJE CONSTITUCIONAL

Concebida la enfermedad o, cuanto menos, la condición de salud como
una contingencia que, por su clara incidencia en la capacidad laboral de
cualquier persona, entraña el riesgo de afectar negativamente al devenir
de su actividad profesional, resulta lógico plantearse hasta qué punto
nuestro ordenamiento jurídico brinda suficientes resortes legales para
minimizar su impacto en este sentido.

La Constitución española reconoce, precisamente, determinados
derechos constitucionales que cuentan, a mi juicio, con un amplio espacio
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1.  

2.  

Sentencias TC 8/2015, de 22 de enero (FJ 7.º), 192/2003, de 27 de octubre (FJ 4.º)
y 22/1981, de 2 de julio (FJ 8.º).
BAYLOS GRAU, A., «Reformar el despido: un debate inexcusable». En BAYLOS
GRAU, A., La reforma del despido. Bomarzo (Albacete), 2024, págs. 10 y 11.

de confluencia y de interdependencia recíproca y que desempeñan un
papel relevante en este concreto ámbito. Por una parte, ubicado siste-
máticamente como derecho y deber de los ciudadanos (secc. 2.ª, capítulo
II, Título I CE) el derecho al trabajo del artículo 35.1 CE. Por otra, el
derecho fundamental a la integridad física y moral del artículo 15 CE y,
dentro de los principios rectores de la política social y económica (capí-
tulo III del título I), el derecho a la protección de la salud del artículo 43.1
CE. Informando todos ellos, por su carácter transversal, se encuentra el
derecho a la igualdad y a la no discriminación (art. 14 CE). Como se verá
en este estudio, este último desempeña en la actualidad un papel sin
precedentes en la tutela de los trabajadores aquejados de problemas de
salud.

Desde el prisma de la acción combinada de estos preceptos, resulta
interesante plantearse hasta qué punto nuestro ordenamiento jurídico
contiene o no previsiones suficientemente operativas y eficaces que per-
mitan al trabajador conciliar debidamente su derecho al trabajo con la
protección de su salud.

Todo apunta a que el texto constitucional alienta ese espíritu conci-
liador. Con respecto al derecho al trabajo del artículo 35.1 CE, su reco-
nocimiento persigue, entre otros objetos, remover los obstáculos que
impidan el acceso de los individuos al trabajo por cuenta propia o ajena y
brindar su estabilidad en el empleo en el sentido de articular una protec-
ción jurídica adecuada frente al despido sin causa, tal y como ha señalado
la doctrina constitucional1 y académica2. También, en conexión con el
mandato del artículo 14 CE, el derecho al trabajo ostenta una relación
directa con el derecho a no ser discriminado en el acceso al empleo ni en
la relación de trabajo.

Pues bien, no cabe duda de que el padecimiento de una enfermedad
puede, siquiera en clave de hipótesis, representar un importante condi-
cionante en cualquiera de las tres direcciones apuntadas (acceso al
empleo, estabilidad en el mismo y protección jurídica frente al despido).

Enfermedad, contrato de trabajo y discriminación por razones de salud
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3.  

4.  

5.  

Así lo entendió el legislador con la aprobación del RDL 4/2020, de 18 de febrero,
convalidado por la posterior Ley 1/2020, de 15 de julio, por la que se deroga el
despido objetivo por faltas de asistencia al trabajo establecido en el artículo 52.d)
del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. Dicha importante disposición
legal se inspiró claramente en el criterio sentado por las sentencias TJUE de 18
de enero de 2018 (asunto Ruiz Conejero) y 11 de septiembre de 2019 (asunto
Nobel Plastiques Ibérica) que entendieron que la causa objetiva de despido por
absentismo del artículo 52 d) ET podía ser discriminatoria por razón de discapa-
cidad. Y ello, pese a que la sentencia TC 118/2019, de 16 de octubre, entendió que
dicha causa extintiva era conforme a los artículos 35.1, 15 y 43.1 CE, en tanto el
derecho de libertad de empresa del artículo 38 CE ampara, a juicio de esta sen-
tencia, la pretensión empresarial de contener los costes derivados de las ausencias
al trabajo.
Sentencias TC 119/2014, de 16 de julio (FJ 3.º), 195/2003, de 27 de octubre (FJ
4.º), 110/2006, de 3 de abril (FJ 3.º).
No falta doctrina constitucional que insiste en la necesidad de que la limitación del
derecho constitucional sea proporcionada al fin perseguido con la misma. Cfr. las
sentencias TC 292/2000, de 30 de noviembre (FJ 15.º), 196/1987, de 11 de diciem-
bre (FJ 6.º), 37/1989, de 15 de febrero (FJ 8.º), y 112/2006, de 5 de abril (FJ 8.º y
ss.).

En este sentido, y por lo que concierne a la protección frente al despido,
no es en absoluto casual que el artículo 6.1 del Convenio n.o 158 OIT, de
1982, sobre la terminación de la relación de trabajo, disponga que «la
ausencia temporal del trabajo por motivo de enfermedad o lesión no
deberá constituir una causa justificada de terminación de la relación de
trabajo». Dicho límite consagrado en una norma internacional de eficacia
directa ya sugiere una de las principales garantías que derivan del dere-
cho constitucional al trabajo3.

La doctrina constitucional, subrayando lo obvio ha señalado que el
derecho al trabajo reconocido en el artículo 35.1 CE puede entrar en
conflicto con otros bienes y derechos constitucionales. Dicha circuns-
tancia podría justificar ciertas restricciones en su reconocimiento.
Empero, dichas eventuales limitaciones, además de tener que gozar de
justificación legítima, no pueden ser absolutas ni obstruir el derecho más
allá de lo razonable4. De dicha doctrina constitucional se colige que el
pleno reconocimiento constitucional del derecho al trabajo exige pros-
cribir aquellas actuaciones en el seno de la empresa que puedan repre-
sentar una limitación desproporcionada a su ejercicio5. También requiere
someter a las máximas cautelas el resto de las actuaciones potencial-
mente lesivas del citado derecho constitucional, toda vez que la Consti-

II. Derecho al trabajo y protección de la salud del trabajador
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6.  

7.  

8.  

9.  

Sentencias TC 207/1996, de 16 de diciembre (FJ 2.º) y 220/2005, de 12 de sep-
tiembre (FJ 4.º).
Sentencias TC 5/2002, de 14 de enero (FJ 4.º), 119/2001, de 24 de mayo (Fund
Jco. 6.º) y 62/2007, de 27 de marzo (FJ 3.º).
Sentencias TC 221/2002, de 25 noviembre (FJ 4.º), 220/2005, de 12 de septiembre
(FJ 4.º) y 62/2007, de 27 de marzo (FJ 3.º).
Sentencia TC 118/2019, de 16 de octubre (FJ 5.º). Sentencia TS 22 de noviembre
de 2007 (Rec. n.o 3907/2006).

tución reconoce y tutela al tiempo otros derechos que pueden confluir
con aquel. Es el caso, por lo que aquí interesa, del derecho a la integridad
física (art. 15.1 CE) y el derecho a la protección de la salud (art. 43.1 CE).
También, como no, del derecho fundamental a la no discriminación del
artículo 14 CE. La eventual interacción de dichos derechos constitucio-
nales con el derecho al trabajo impide concebir el potencial aplicativo de
cada uno de ellos como compartimentos normativos estancos.

Como es sabido, el derecho a la integridad física protege la inviolabi-
lidad de la persona incluida la denominada «indemnidad o incolumidad
corporal» entendida como el derecho a no sufrir daño o menoscabo en la
salud, ni a que esta sea intervenida por terceros sin consentimiento de
su titular 6. En el bien entendido que no todo supuesto de riesgo o daño
para la salud implica una vulneración del derecho fundamental, sino tan
solo aquél que genere un peligro grave y cierto para la misma7. Además,
la doctrina constitucional ya ha advertido que la vulneración del artículo
15 CE no exige que la lesión de la integridad se haya consumado, pues
ello haría ineficaz ex post la protección constitucional. Es, por tanto,
suficiente para entenderla vulnerada que se haya generado un riesgo
relevante de que la lesión pueda llegar a producirse8.

Por su parte, el derecho a la protección de la salud del artículo 43.1
CE, si bien no resulta asimilable completamente al derecho a la integridad
física, mantiene una estrecha conexión con este último9. En cuanto a su
naturaleza, no hay que olvidar que el derecho del artículo 43.1 CE cons-
tituye un principio rector de la política social y económica y, como tal, su
función es la de informar «la legislación positiva, la práctica judicial y la
actuación de los poderes públicos» (art. 53.3 CE). Por tanto, el hecho de
que no pueda ser objeto de invocación directa como derecho fundamental
no impide afirmar que tanto la actuación legislativa como los pronuncia-

Enfermedad, contrato de trabajo y discriminación por razones de salud
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mientos jurisdiccionales o la propia actuación de la Administración deban
situarse dentro de la órbita de dicho principio rector.

En cuanto a su contenido, si bien el derecho a la protección de la salud
del artículo 43.1 CE suele identificarse como un derecho de contenido
prestacional exigible frente al Estado, y consistente en una serie de ser-
vicios y prestaciones médico-sanitarias, también es dable reconocerle
una esfera individual (el derecho a la salud) que protege la libertad y la
autonomía de las personas en relación con su salud. Por consiguiente, no
puede entenderse que el mandato constitucional del artículo 43.1 CE se
agote con el conjunto de disposiciones legales y de las actuaciones de las
Administraciones Públicas dirigidas al mantenimiento de lo que se ha
venido a denominar Sistema Nacional de Salud con un catálogo suficiente
de prestaciones médico-farmacéuticas. También exige del legislador y
del resto de los poderes públicos emprender las actuaciones que sean
precisas para favorecer la existencia de entornos sociales y condiciones
de vida saludables. Y, dentro de dichas actuaciones, no hay que excluir
las dirigidas a dotar a los individuos de las facultades legales necesarias
para hacer valer su derecho a la salud sin que su ejercicio pueda perju-
dicar el pleno disfrute de otros derechos y valores constitucionales.

Por último, en cuanto al derecho a la no discriminación, como es
sabido, el artículo 14 CE proscribe las actuaciones discriminatorias «por
razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condi-
ción o circunstancia personal o social». Dable es, por tanto, plantearse si
las conductas empresariales o de terceros que, careciendo de una justi-
ficación objetiva y razonable, resulten lesivas contra los intereses pro-
fesionales de un trabajador con ocasión del padecimiento por este de un
problema de salud, pueden ser enjuiciadas desde la óptica del derecho a
la no discriminación. Como se va a ver aquí, la jurisprudencia nacional ha
venido dando una respuesta negativa a semejante cuestión al entender
que el factor enfermedad no tiene cabida en la dicción «cualquier otra
condición o circunstancia personal o social» a efectos de la tutela anti-
discriminatoria brindada por la Constitución. La jurisprudencia europea
también ha venido alineándose con dicha posición en tanto no existe
norma europea alguna dirigida a la interdicción de la discriminación por
razón de enfermedad.

II. Derecho al trabajo y protección de la salud del trabajador
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2.

10.  Boletín Oficial de las Cortes Generales n.o 130-1 de 10 de junio de 2011.

Es, precisamente, en este contexto en el que, a mi juicio, debe enmar-
carse la importancia de la iniciativa legislativa que ha representado la Ley
15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato. Y es que dicha
disposición legal ha representado un salto cualitativamente relevante en
la acción legislativa dirigida a la protección jurídica tanto del derecho al
trabajo como del derecho a la protección de la salud. Y ello, particular-
mente, a través de la consagración de la enfermedad, la condición de
salud, el estado serológico y la predisposición genética a sufrir enferme-
dades como factores de discriminación, ensanchando sobre dichos facto-
res el ámbito de actuación de la tutela antidiscriminatoria. De alguna
forma, esta importante disposición legal ha representado un correctivo
de las citadas líneas jurisprudenciales imperantes que venían negando de
manera sostenida que la enfermedad pudiese conceptuarse, con carácter
general, como un factor de discriminación al amparo de la dicción «cual-
quier otra circunstancia personal o social» con la que cierra su mandato
antidiscriminatorio el artículo 14 CE.

LA ENFERMEDAD O CONDICIÓN DE SALUD COMO FACTOR
DE DISCRIMINACIÓN CON ANTERIORIDAD A LA LEY 15/2022,
DE 12 DE JULIO

Formulado en clave de hipótesis, nada impide considerar que la enfer-
medad o la condición de salud sea considerada una circunstancia personal
o social susceptible de tutela antidiscriminatoria al amparo de la dicción
final del artículo 14 CE. De hecho, esa ha sido, precisamente, la apuesta
efectuada por el legislador en la Ley 15/2022, de 12 de julio.

Con anterioridad a dicha importante disposición legal, la enfermedad
no venía contemplada como factor de discriminación ni en las normas
internacionales sobre discriminación, ni en la Constitución ni en la legis-
lación laboral ordinaria. Un antecedente legislativo que no llegó a crista-
lizar como norma jurídica fue el proyecto de ley integral para la igualdad
de trato y la no discriminación, presentado por el gobierno de la nación
en 201110. Su artículo 2.1 recogía expresamente la enfermedad, junto a
otros factores, dentro de su ámbito subjetivo de aplicación, elevando,
pues, dicho elemento a factor de discriminación. Sin embargo, como es
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11.  Para la doctrina penalista, no obstante, el tipo se aproxima más a un delito de
desobediencia que a un delito de discriminación, dado que el injusto no viene tanto
configurado por la situación discriminatoria cuanto por la desobediencia a la reso-
lución administrativa que ordena su cese. Cfr. VALLE MUÑIZ, J. M. y VILLA-
CAMPA ESTIARTE, C., «Comentario al artículo 314 CP», en AA. VV., Comen-
tarios al Código Penal (Tomo II). Aranzadi (Pamplona), 2008, BIB 2008\3116, edic.
electrónica, pág. 2.

2.1.

sabido, debido a la precipitada finalización de la legislatura, dicho pro-
yecto no pudo ver, finalmente, la luz.

Tampoco debe desconocerse, ya desde una perspectiva de lege data,
que la enfermedad constituye uno de los factores sobre los que el artículo
314 del Código Penal tipifica el delito de discriminación grave en el
empleo11. Con todo, dicha contingencia no viene formalmente reconocida
como factor de discriminación en el artículo 14 CE. Tampoco en normas
internacionales de interdicción de la discriminación en el empleo como
el artículo 1.1 a) del Convenio n.o 111 de la OIT, relativo a la discrimina-
ción en materia de empleo y ocupación y como el artículo 1 de la Directiva
2000/78/CE, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de
un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación.
Ni tampoco en disposiciones estatales como los artículos 4.2 c) y 17 ET
ni en el artículo 8.12 LISOS, a salvo, claro está de la Ley 15/2022, de 12
de julio, que ha venido a transformar radicalmente la tradición normativa
en este preciso ámbito.

LA POSICIÓN INTERPRETATIVA DE LA JURISPRUDENCIA
NACIONAL Y EUROPEA

Como probablemente es conocido, con anterioridad a la aprobación
de la Ley 15/2022, de 12 de julio, la jurisprudencia ordinaria y constitu-
cional han venido manteniendo, sin fisuras, una posición interpretativa
claramente contraria a la consideración, con carácter general, de la enfer-
medad como factor de discriminación. Por su parte, la jurisprudencia
europea, al menos en sus pronunciamientos iniciales, ha sintonizado ple-
namente con dichas interpretaciones restrictivas. Con todo, téngase en
cuenta que sus construcciones sobre el concepto de discapacidad conte-
nido en el artículo 1 de la Convención ONU de derechos de personas con
discapacidad, han permitido ensanchar el ámbito de la vigente tutela
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2.1.1.

12.  Sentencia TC 62/2008, de 26 de mayo.

antidiscriminatoria por dicho factor, permitiendo su extensión a ciertos
contextos de enfermedad limitante de la capacidad laboral.

La doctrina jurisprudencial nacional

¿Lesiona el derecho a la no discriminación la adopción por el empre-
sario de decisiones objetivamente no justificadas y desfavorables para el
trabajador con ocasión de su incapacidad para el trabajo debida a enfer-
medad?

La jurisprudencia constitucional y ordinaria han venido desde hace
tiempo respondiendo a dicha cuestión con ocasión de asuntos en los que
se enjuiciaba el despido del trabajador de baja por enfermedad o acci-
dente. Y es que la inmensa mayoría de asuntos de despido sin causa del
trabajador enfermo han sido jurisprudencialmente enjuiciados desde la
óptica de la eventual lesión de la decisión extintiva del derecho a la no
discriminación del trabajador.

Pues bien, tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo
han venido sosteniendo que la enfermedad, a diferencia de otros factores
como el sexo, la edad o la discapacidad, no constituye en nuestro orde-
namiento jurídico un factor de discriminación. Y lo ha sostenido incluso
en supuestos donde estaba meridianamente claro que la causa que fun-
damentaba la decisión empresarial desfavorable (el despido) no era otra
que la incapacidad para el trabajo del trabajador debido a su dolencia.

En efecto, la doctrina constitucional anterior a la Ley 15/2022 ha sos-
tenido que la enfermedad no puede subsumirse en la cláusula de cierre
del artículo 14 CE cuando prohíbe la discriminación «por cualquier otra
condición o circunstancia personal o social». Se ha ponderado, incluso,
que el colectivo de personas enfermas no constituye un colectivo homo-
géneo que reúna la identidad y concreción necesaria para constituir un
factor de discriminación 12. Y ello, por cuanto los factores de discrimina-
ción prohibidos por el artículo 14 CE responden a «diferencias históri-
camente muy arraigadas y que han situado, tanto por la acción de los
poderes públicos como por la práctica social, a sectores de la población
en posiciones no solo desventajosas, sino contrarias a la dignidad de la
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13.  

14.  
15.  

Sentencias TC 166/1988, de 26 de septiembre, 3/2007, de 15 de enero, 41/2006,
de 13 de febrero y 182/2005, de 4 de julio.
Sentencia TC 62/2008, de 26 de mayo (FJ 6.º).
Ya alertó tempranamente de estos posibles escenarios en relación con el VIH,
GOÑI SEÍN, J. L., «El sida y la relación de trabajo», Relaciones Laborales n.o 17,
1997. A propósito también del sida, todos tenemos en mente la proyección cine-
matográfica Philadelphia, protagonizada por Tom Hanks, que representó magní-
ficamente un supuesto en el que el despido del trabajador tuvo como única causa
la enfermedad infectocontagiosa del trabajador.

persona que reconoce el artículo 10.1 CE»13. En definitiva, la doctrina
constitucional erigida en estos contextos ha pretendido poner en alza el
propio concepto de discriminación frente al de igualdad. Y es que la dic-
ción final del artículo 14 CE, pese a su tenor literal, no comprende cual-
quier tipo de circunstancia pues, de lo contrario, no se podría distinguir
el principio de igualdad de trato con el de no discriminación. La discri-
minación representa un plus: una diferencia de trato basada en condicio-
nes como las expresamente previstas en el artículo 14 CE, esto es, con-
diciones históricamente ligadas a formas de opresión o segregación de
determinados grupos de personas: sexo, edad, religión, discapacidad, etc.

Sin embargo, para esta misma doctrina constitucional ello no significa
necesariamente que la enfermedad no pueda, bajo ninguna circunstancia,
constituir un factor de discriminación prohibido por el artículo 14 CE,
análogo a los contemplados en dicho precepto. Ello ocurrirá, singular-
mente, «cuando el factor enfermedad sea tomado en consideración como
un elemento de segregación basado en la mera existencia de la enfer-
medad en sí misma considerada o en la estigmatización como persona
enferma de quien la padece, al margen de cualquier consideración que
permita poner en relación dicha circunstancia con la aptitud del trabajador
para desarrollar el contenido de la prestación laboral objeto del con-
trato»14. Basta pensar en enfermedades con claro estigma social como
son ciertas enfermedades mentales, enfermedades infecciosas como la
tuberculosis o el VIH. Se identifica a la persona con la patología que
padece y al colectivo segregado con el propio estigma social15.

Dicha última puntualización de la doctrina constitucional viene a
apuntalar, todavía más, el concepto de discriminación subrayando el ele-
mento de segregación o estigmatización social inherente al mismo y sin
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16.  

17.  

Sentencia TS 29 de enero de 2001 (Rec. n.o 1566/2000). Criterio continuado y
desarrollado por multitud de pronunciamientos posteriores. Cfr. Sentencias TS
23 de septiembre de 2002 (Rec. n.o 449/2002), 12 de julio de 2004 (Rec. n.o
4646/2002), 23 de mayo de 2005, (Rec. n.o 2639/2004), 22 de noviembre de 2007,
(Rec. n.o 3907/2006), 11 de diciembre de 2007 (Rec. n.o 4355/2006), 18 de diciem-
bre de 2007 (Rec. n.o 4194/2006), 22 de enero de 2008 (Rec. n.o 3995/2006), 22 de
septiembre de 2008 (Rec. n.o 3591/2006), 27 de enero de 2009 (Rec. n.o 602/2009),
12 de julio de 2012 (Rec. n.o 2789/2011), 3 de mayo de 2016 (Rec. n.o 3348/2014),
21 de septiembre de 2017 (Rec. n.o 782/2016), 15 de marzo de 2018 (Rec. n.o
2766/2016).
Sentencia TS 17 de mayo de 2000 (Rec. n.o 4500/1999).

el cual el tratamiento diferenciado puede constituir un comportamiento
antijurídico pero, en ningún modo, lesivo del citado derecho fundamental.

Por su parte, la jurisprudencia ordinaria anterior a la Ley 15/2022,
asimismo, ha mantenido un criterio restrictivo, totalmente alineado con
la doctrina constitucional expuesta, en el sentido de negar que la enfer-
medad pueda, con carácter general y a salvo de la excepción antes seña-
lada, constituir un factor de discriminación prohibido por la ley16.

Para ello, nuestra jurisprudencia, en coherencia con la doctrina cons-
titucional antes expuesta, ha recordado que el concepto de discriminación
tiene unos perfiles propios que impiden identificarlo, sin más, con el
principio de igualdad. En este sentido, se ha afirmado que «no toda dife-
rencia de trato irrazonable o no justificada constituye una discriminación
en el sentido que este término tiene en los artículos 14 de la Constitución
Española y 4.2 c) y 17.1 del Estatuto de los Trabajadores. La discrimi-
nación consiste… en utilizar un factor de diferenciación que merece
especial rechazo por el ordenamiento y provoca una reacción más amplia,
porque para establecer la diferencia de trato se toman en consideración
condiciones que históricamente han estado ligadas a formas de opresión
o de segregación de determinados grupos de personas o que se excluyen
como elementos de diferenciación para asegurar la plena eficacia de los
valores constitucionales en que se funda la convivencia en una sociedad
democrática y pluralista»17.

Por consiguiente, para la jurisprudencia el inciso final del artículo 14
CE no puede interpretarse en el sentido de que comprenda cualquier tipo
de condición o de circunstancia, ya que, de hacerse así, la interdicción de
la discriminación se confundiría con el principio de igualdad de trato afir-
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18.  Sentencias TS 11 de diciembre de 2007 (Rec. n.o 3907/2006) y 27 de enero de 2009
(Rec. n.o 608/2008). También alguna posición doctrinal ha puesto en evidencia esa
diferenciación. Cfr., ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J., «Enfermedad, discapacidad y
discriminación desde las perspectivas nacional y comunitaria», Relaciones Labo-
rales n.o 5, 2007, pág. 2 (edic. online).

mado de forma absoluta. Por tal motivo, la enfermedad, en el sentido
genérico que aquí se tiene en cuenta desde un punto de vista estricta-
mente funcional de incapacidad para el trabajo, que hace que el mante-
nimiento del contrato de trabajo no se considere rentable por la empresa,
no constituye un factor discriminatorio en el sentido estricto que este
término tiene en el inciso final del artículo 14 CE, aunque pudiera serlo
en otras circunstancias en las que resulte apreciable el elemento de
segregación.

En esta misma línea de pensamiento, el Tribunal Supremo ha llegado
a separar conceptualmente la enfermedad de la discapacidad para defen-
der que la tutela antidiscriminatoria por discapacidad no resulta aplicable
a los supuestos de enfermedad. Se ha ponderado para ello que «ni en el
lenguaje ordinario ni en el lenguaje técnico de la ley, los conceptos de
enfermedad y discapacidad son coincidentes o equiparables». La enfer-
medad viene caracterizada por la coyunturalidad: es una situación con-
tingente de mera alteración de la salud, que puede y suele afectar por
más o menos tiempo a la capacidad de trabajo del afectado, por lo que el
colectivo de trabajadores enfermos es efímero o de composición variable
en el tiempo. Mientras tanto, la discapacidad constituye una situación
permanente de minusvalía física, psíquica o sensorial, que altera de forma
permanente las condiciones de vida de la persona, y que en nuestro
ordenamiento jurídico es considerada como un estatus que se reconoce
mediante declaración administrativa con una validez por tiempo indefi-
nido18.

Subraya, por tanto, dicha jurisprudencia el carácter permanente o
estable de la discapacidad y del colectivo de discapacitados frente a la
caracterización coyuntural o pasajera de la enfermedad. Ello determina,
a juicio del Tribunal Supremo, que las razones que justifican la tutela
antidiscriminatoria de las personas con discapacidad en las relaciones de
trabajo no concurran en las personas con simples alteraciones en la salud
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Las limitaciones de la capacidad laboral por razones de salud han adqui-
rido una nueva dimensión en el Derecho del Trabajo. La Ley 15/2022, de 
12 de julio, al reconocer la enfermedad y la condición de salud como 
factores de discriminación, ha supuesto un giro radical en la forma en 
que el ordenamiento jurídico laboral debe abordar estas situaciones. 
Este cambio de paradigma plantea nuevos retos para jueces, abogados, 
graduados sociales, inspectores de trabajo y el resto de los operadores 
jurídicos.
La presente obra ofrece un análisis riguroso, unitario y actualizado sobre 
la tutela contractual del trabajador aquejado de problemas de salud que 
afectan a su desempeño laboral. Con un enfoque claro y directo, el 
autor discurre en torno a cuestiones clave como la interpretación de 
los conceptos de condición de salud, estado serológico y predisposición 
genética a sufrir patologías, y arroja luz sobre los diversos problemas y 
cuestiones interpretativas que emergen desde la contratación hasta la 
extinción del vínculo laboral en estos particulares contextos.
El lector encontrará en sus páginas respuestas precisas a cuestiones 
controvertidas: el acceso al empleo de las personas con condicionantes 
de salud, la adaptación del contrato de trabajo para garantizar su man-
tenimiento en el empleo y la particular problemática que concierne a 
determinadas formas de despido (disciplinario, por ineptitud, por causas 
empresariales o por no superación del periodo de prueba).
A través de un análisis detallado de la doctrina y la jurisprudencia más 
reciente, este libro constituye una referencia imprescindible para quienes 
buscan comprender los nuevos desafíos que afronta el ordenamiento 
laboral en materia de discriminación por razones de salud.




